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Por la cual se autoriza la prestación del servicio de auxiliar jurídico ad honorem en los organismos y entidades de la Rama Ejecutiva del orden nacional y territorial

EL CONGRESO DE COLOMBIA,

Decreta:

Artículo Primero.- Autorízase la prestación del servicio de auxiliar jurídico ad honorem en los organismos y entidades de la Rama Ejecutiva del orden nacional y territorial, tanto del nivel central como descentralizado.

 

Quien preste este servicio no recibirá remuneración alguna, ni tendrá vinculación laboral con el Estado.

 

Artículo Segundo.- A iniciativa del jefe de la respectiva entidad, las facultades de derecho de las universidades reconocidas oficialmente, remitirán los listados correspondientes de los estudiantes que, de acuerdo con los meritos académicos, deban ser tenidos en cuenta para la escogencia como auxiliares jurídicos ad honores en el correspondiente organismo o entidad.

 

Parágrafo. Las Facultades de Derecho de las universidades reconocidas oficialmente, mantendrán  listados  de  estudiantes que, de acuerdo con los méritos académicos, deban ser tenidos en cuenta para la escogencia como auxiliares jurídicos ad honorem por las entidades interesadas.  

 

Artículo Tercero.- La prestación del servicio de auxiliar jurídico ad honorem en los organismos y entidades de la Rama Ejecutiva del orden nacional y territorial, tanto del nivel central como descentralizado, es de dedicación exclusiva, se ejercerá tiempo completo, tendrá una duración de nueve (9) meses, y servirá como judicatura voluntaria para optar por el título de abogado, en reemplazo de la tesis de grado. 

Artículo Cuarto.- Quienes ingresen como auxiliares jurídicos ad honorem, desempeñarán funciones en las áreas de naturaleza jurídica, que conforme a las actividades de cada dependencia les asignen los jefes como superiores inmediatos.

 

Artículo Quinto.- Cada trimestre, mediante certificación, el superior inmediato del auxiliar jurídico ad honorem, evaluará el desempeño de las funciones que este último desarrolle y dejará constancia de la prestación del servicio especificando el tiempo laborado y las tareas ejecutadas.

 

Artículo Sexto.- Para todos los efectos legales, las personas que presten el servicio jurídico voluntario tienen las mismas responsabilidades y obligaciones de los empleados públicos de los respectivos organismos o entidades.

Artículo Séptimo.- La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS HOLGUÍN SARDI

Ministro del Interior y de Justicia

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

POR LA CUAL SE AUTORIZA EL SERVICO DE LA JUDICATURA ADHONOREM EN LA RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
I. Antecedentes.
El artículo 39 de la Constitución Política de 1886 establecía:

“Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La ley podrá exigir títulos de idoneidad y reglamentar el ejercicio de las profesiones”. 

En desarrollo de la norma antes transcrita, el artículo 20 numeral 7º de la Ley 16 de 1968, revistió al Presidente de la República de facultades extraordinarias por el término de tres años a partir de la fecha de su sanción para “Dictar un estatuto sobre el ejercicio de la abogacía, faltas de ética, sanciones y procedimientos, y para crear o señalar las entidades competentes para imponerlas”.

En ejercicio de dicha facultad, se expidió el Decreto Ley 196 de 1971, “Por el cual se dicta el Estatuto de la abogacía, el cual establece, entre otros aspectos, la competencia de los estudiantes adscritos a los consultorios jurídicos, la licencia provisional para acreditar el ejercicio de la profesión de abogado hasta por dos años y la jurisdicción disciplinaria, pero no determinó la práctica jurídica o judicatura como requisito para acceder al título profesional de abogado.
Posteriormente, a través del artículo 23 del Decreto 3200 de 1979, estableció como uno de los requisitos para optar por el título de abogado, el hacer un año continuo o discontinuo de práctica o de servicio profesional en una serie de cargos y de entidades que taxativamente enumeraba
.
Diez años después, en ejercicio de facultades extraordinarias conferidas por la Ley 30 de 1987, se expidió el Decreto 1862 de 1989, el cual creó en los despachos judiciales del país el cargo de auxiliar ad- honorem por un término no inferior a nueve meses, en reemplazo de la tesis de grado establecida en el Decreto 3200 de 1979.
Con posterioridad, en ejercicio de la facultad reglamentaria se expidió el Decreto 1221 del 12 de junio de 1990, norma en la cual se aprobaron los requisitos mínimos para la creación y funcionamiento de los Programas de Derecho, el cual estableció en el artículo 21 que para obtener el título profesional de abogado debería cumplirse los siguientes requisitos concurrentes:

“ARTÍCULO 21. Para obtener el título profesional de abogado deberán cumplirse

los siguientes requisitos concurrentes:

1. Haber cursado y aprobado la totalidad de las materias que integren el plan de estudios.

2. Haber presentado y aprobado los exámenes preparatorios.

3. Haber elaborado monografía que sea aprobada, igual que el examen de sustentación de la misma o haber desempeñado, con posterioridad a la terminación de los estudios, durante un (1) año continuo o discontinuo uno de los cargos previstos en las disposiciones pertinentes o haber prestado el servicio jurídico voluntario regulado por el Decreto 1862 de 1989; o haber ejercido durante dos (2) años la profesión en las condiciones señaladas en el artículo 31 del Decreto 196 de 1971”.

Ahora bien, con la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991, se han expedido las Leyes 23 de 1991, que establece el cargo de auxiliar en los Despachos del Defensor del Familia; 24 de 1992 y 941 de 2005, que contemplan la defensoría pública para los egresados de las facultades de Derecho durante nueve (9) meses como requisito para optar al título de abogado; la Ley 878 de 2004 que autoriza el servicio de auxiliar jurídico ad – honorem en la Procuraduría General de la Nación y en el Congreso de la República, también por un término de nueve meses y finalmente, la ley 1086 del 11 de agosto de 2006, por la cual se permite la realización de la judicatura al servicio de las ligas y asociaciones de consumidores.
En el año de 1999, se expidió la Ley 552, por medio de la cual se deroga el Título I de la Parte Quinta de la Ley 446 de 1998. en el artículo 2º de aquella ley establece “El estudiante que haya terminado las materias del pensum académico elegirá entre la elaboración y sustentación de la monografía jurídica o la realización de la judicatura”.

En relación con este precepto, la Corte Constitucional manifestó:

“3.1. el legislador puede imponer requisitos para el ejercicio profesional a los egresados de la carrera de derecho, siempre que los mismos estén encaminados a proteger el interés general involucrado en dicho ejercicio.

3.1.1. El artículo 26 constitucional reconoció la libertad de escoger profesión y oficio, como una expresión del derecho al trabajo. Naturalmente, como lo requieren todos los derechos de proyección social, tal proyección quedó sujeta a la regulación del legislador, en cuanto éste puede exigir para autorizar el ejercicio de profesiones u oficios “títulos de idoneidad”, y a la inspección de las autoridades quienes pueden vigilar dicho ejercicio –artículos 25 y 26 C. P.”

En esta misma sentencia, el Magistrado Jaime Araujo Rentería, en su salvamento de voto afirmó lo siguiente:
“Estudiando la evolución de los requisitos, los encontramos en diversas normas, de distinta jerarquía, aspecto importantísimo, pues hemos demostrado que existe reserva de ley y que no puede hacerlo el gobierno y, en caso de conflicto, debe primar la norma de mayor jerarquía, en este caso la ley.
 

La primera norma relacionada con el tema es el decreto ley 196 de 1971, que reglamento el ejercicio de la abogacía. Esta ley, curiosamente, no estableció requisitos para el grado y sólo se limitó a decir en su artículo tercero que "es abogado quien obtiene el correspondiente título universitario de conformidad con las exigencias académicas y legales" (…)”

 

Con posterioridad se dictó el decreto 3200 de 1979, que en su artículo 1 dice señalar los requisitos para obtener el título académico. Inmediatamente debemos observar que la Constitución no habla de títulos académicos sino de títulos de idoneidad y que cualquiera que sea el nombre que utilice el legislador (títulos académicos, idoneidad o cualquier otro, sólo puede establecerlos la ley y no el gobierno, pues existe reserva de ley). Este decreto, que no tiene fuerza de ley y es una norma de inferior jerarquía a la ley, es en nuestro sentir inconstitucional, ya que sólo el Congreso puede exigir requisitos en esta materia.
 

Después encontramos el decreto 1221 de 1990, el cual recoge y aprueba un acuerdo del ICFES, que en su capítulo V, artículo 21 y siguientes, establece requisitos de grado. El ICFES es un órgano administrativo, nunca legislativo y cumple funciones de inspección y vigilancia del gobierno nacional. Y sabemos que la inspección y vigilancia permiten verificar que se cumpla la ley pero no conllevan el poder para reformarla; sabemos también que, siendo funciones del presidente o del gobierno, no puede ir más lejos de lo que está atribuido al gobierno y si éste no puede establecer requisitos, mucho menos puede hacerlo un acuerdo del ICFES.
 

Nuestro concepto es que tanto el decreto 3200 de 1979, como el decreto 1221 de 1990 son inconstitucionales, pues no son leyes e invadieron una competencia exclusiva del Congreso y se les debe aplicar la excepción de inconstitucionalidad prevista en el artículo 4 de la Constitución, que pedimos expresamente sea aplicada en este caso.  
Después del decreto ley 196 de 1971, la primera ley que estableció, indirectamente, requisitos para obtener el título de abogado fue la 446 de 1998, concretamente en el artículo 149. Los requisitos eran: el servicio legal popular; la terminación y aprobación de las materias del pensum académico; la presentación y aprobación de los exámenes preparatorios y la elaboración y sustentación de la monografía.
 

A su vez, el artículo 167 de la ley 446 de 1998, derogó todas las normas que le eran contrarias; esta derogatoria cobijaba a todas las leyes anteriores y con mayor razón a otras normas de inferior jerarquía, como son los decretos 3200 de 1979 y el decreto 1221 de 1990 que, como sabemos, son normas dictadas por el gobierno, cuando debían ser dictadas por el legislador.
 

El artículo 149 de la ley 446 de 1998, al establecer todos los requisitos para el título de abogado, reguló íntegramente la materia del título profesional de abogado y, en consecuencia de conformidad con el artículo 3 de la ley 153 de 1887, derogó todas las normas anteriores, legales o reglamentarias, ya que por mandato de ella, cuando exista una ley nueva que regule íntegramente la materia ,la ley anterior queda derogada aunque no se diga de manera expresa.
 

La ley actualmente vigente es la 552 de 1999, que en su artículo 1 derogó de manera expresa todo el título primero de la parte V de la ley 446 de 1998, incluido el artículo 149, que había establecido los requisitos para optar al título profesional de abogado. Al derogar el artículo 149, derogó todos los requisitos que él establecía. 
 

El artículo 2 de la ley 552, de manera clara y expresa, reguló la situación de una categoría especial de estudiantes de derecho los que habían terminado todas las materias del pensum académico antes de la entrada en vigencia de esa ley, que ella misma estableció a partir de su promulgación, hecho que se cumplió el día 31 de diciembre  de 1999, como consta en el Diario Oficial número 43.839 de esa fecha; y que además debían hacer la tesis o realizar la judicatura. 
II. Justificación.

Con la expedición de la Constitución Política de 1991, que consagra una serie de principios y derechos de los ciudadanos, así como la declaratoria de un Estado social de derecho, democrático, y gracias a los pronunciamientos de la Corte Constitucional, los ciudadanos, las organizaciones sociales y la sociedad civil en general, ya no tiene un papel pasivo frente al Estado, sino que intervienen cada vez más en el ejercicio y control del poder político, frente a lo cual, el Estado debe atender cada vez mayores peticiones y requerimientos de estos clientes, para interactuar y satisfacer su necesidades y aspiraciones,

Efectivamente, los distintos modos de relación entre los individuos y de éstos con las instancias que configuran su representatividad en el Estado como administrador de los intereses colectivos y de sus voceros en las instancias de representación social, exige contar con personal instruido en aspectos jurídicos, que para el caso que nos ocupa, sería a través del servicio de auxiliar ad honorem.
Pero no se trata solamente de que el Estado resulte beneficiado con este servicio, sino que el aspirante a obtener el título de abogado también se va a  ver favorecido con la figura de la judicatura ad honorem, por cuanto se le permite afianzar y aplicar sus conocimientos y adquirir la experiencia que su vida profesional le exige.

Es por ello H. Congresistas que someto a su consideración el proyecto de ley “Por la cual se autoriza la prestación del servicio de auxiliar jurídico ad honorem en los organismos y entidades de la Rama Ejecutiva del orden nacional y territorial.

Cordialmente,
CARLOS HOLGUÍN SARDI

Ministro del Interior y de Justicia

� Este Decreto fue derogado por el artículo 2º del Decreto  


� Sentencia C-1053 de 2001. M.P. Alvaro Tafur Galvis.
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